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TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 320/2019-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE SEGURIDAD
PÚBLICA DEL ESTADO.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

San Luis Potosí, S.L.P., veintiséis de noviembre de dos mil diecinueve.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 320/2019-3, promovido por ********** en contra del Director General de Seguridad Pública del Estado; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante auto de fecha veintiséis de abril de dos mil diecinueve, se tuvo al C. ********** promoviendo Juicio Contencioso Administrativo en contra del Director General de Seguridad Pública del Estado; por la nulidad de los siguientes actos: “La negativa a reincorporarme como elemento de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, determinación tomada por el Inspector General **********, y comunicada al suscrito mediante oficio No. **********”; del cual señala, tuvo conocimiento el **********; en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su derecho conviniera, ofrezca y exhiba las pruebas que estime conveniente y exprese los hechos con que éstas se encuentren relacionadas; apercibida que en caso de no hacerlo, este Tribunal de oficio declarará la preclusión del derecho correspondiente y se le tendrá por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario..- Por auto de fecha cinco de julio de dos mil diecinueve, se tuvo a la autoridad por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación y anexos para que manifestara lo que a su derecho correspondía; asimismo para que ampliara su escrito inicial de demanda, toda vez que la autoridad demandada exhibe diversas constancias, consistentes en copia certificada del movimiento de personal folio **********; y de la resolución definitiva dictada por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, dentro del expediente ********** hechos de la demanda que se desprende que el actor desconocía..- Por proveído de fecha cinco de julio de dos mil diecinueve, se tiene a la parte actora por ampliando su escrito inicial de demanda, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara la ampliación de demanda dentro del término de diez días hábiles y manifestara lo que a su derecho convenga, ofrezca y exhiba las pruebas que estime convenientes y exprese los hechos con los que éstas se encuentren relacionadas; apercibiéndola que en caso de no hacerlo, este Tribunal de oficio declarará la preclusión del derecho correspondiente y se tendrá a la demandada por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario..- Por auto de fecha veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve, se tiene a la autoridad demandada, por precluido su derecho para contestar la demanda, toda vez que no lo realizó en tiempo y forma, y en consecuencia, se le hace efectivo el apercibimiento que le fue decretado por acuerdo de fecha cinco de julio de dos mil diecinueve, teniéndosele por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario; y se tienen por admitidas a la parte actora las pruebas ofrecidas en su escrito de ampliación de demanda, y se fija fecha para la celebración de audiencia de Ley. La cual tuvo verificativo el diecisiete de octubre de dos mil diecinueve, con la asistencia del autorizado de la parte actora, y con la presencia del diverso delegado de la autoridad demandada, Director General de Seguridad Pública del Estado; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza y admitidas a las partes mediante autos de fechas veintitrés de mayo y veinticuatro de septiembre del presente año, haciendo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos, se certificó que fueron formulados por el actor y por el diverso delegado de la autoridad demandada, recibidos en la fecha de la audiencia y por los cuales formulan alegatos; y se citó para resolver el presente juicio.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; y 7º fracciones I y XVII, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, mediante Decreto número 603 del diez de abril de dos mil diecisiete; y en el caso de este expediente, relativo a una controversia en materia de separación y prestaciones de elementos seguridad pública, suscitada con autoridades de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción, le compete conocer y resolver al tratarse de la nueva autoridad facultada en la materia, conforme a lo ordenado en los artículos Transitorio Quinto de la Ley Orgánica en consulta, y Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En cuyo caso, en cuanto al fondo del asunto, deberá estarse a lo previsto en la Ley de Justicia Administrativa del Estado, y demás ordenamientos legales aplicables, vigentes al momento de iniciado el procedimiento disciplinario correspondiente; según lo ordenado en los artículos Transitorio Quinto de la Ley Orgánica en consulta, y Transitorio Segundo del citado Código Procesal Administrativo, ambos vigentes a partir del 19 de Julio de 2017, que disponen que los juicios iniciados antes de la vigencia de éstos, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, vigente al momento de su inicio.
Competencia, que además se encuentra reconocida en la Tesis de Jurisprudencia 23/96 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aprobada en sesión privada de veinticuatro de mayo de mil novecientos noventa y seis, localizable con los siguientes datos: Época: Novena Época, Registro: 200587, Instancia: Segunda Sala, Tipo de tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, III, Junio de 1996, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Laboral, Tesis: 2a./J. 23/96, Página: 244.

“COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ). De lo dispuesto por las fracciones XIII, del apartado B, del artículo 123 y V, del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2 de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres, y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refiere a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado. …”

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora, compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el original del Oficio No. ********** visible en fojas 10 de este sumario.  

De igual forma, la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada se encuentra debidamente acreditada en este Juicio Contencioso, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, al haber exhibido copia certificada del nombramiento expedido a su nombre.
Las documentales anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, lo constituye en el escrito inicial de demanda la legalidad o ilegalidad del siguiente acto: La negativa a reincorporar al accionante como elemento de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, por parte del Inspector General **********, la cual le fue comunicada mediante el Oficio No. **********visible en fojas 10 de este sumario, mediante la cual la autoridad demandada le informa en respuesta a la petición que hizo el hoy actor de fecha **********, de su reincorporación al servicio en la Dirección General de Seguridad Pública del Estado y pagos de haberes, lo que en la parte que interesa se hace consistir en lo siguiente: 

“…Una vez que solicito la información a la Jefatura del Área de Enlace Administrativo de este Cuerpo de Seguridad, respecto a su status administrativo que guarda en este Corporación, se desprende que en su expediente personal consta Resolución Definitiva de fecha **********, emitida por los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública  del Estado, dentro de los autos del expediente número **********, por haber resultar positivo en los exámenes toxicológicos ordenados por la superioridad, resolución que la(sic) fue notificada en fecha **********.
“De lo anterior se desprende que el proceso penal (…), que se instruyó en su contra como autor intelectual del antijurídico de ********** y por el cual se le dictó sentencia absolutoria, no guarda relación administrativa con este Cuerpo de Seguridad a mi cargo, ya que como es de su conocimiento su baja de este Corporación fue por haber (sic) ********** ordenados por la superioridad; y no por habérsele instruido la cual(sic) penal por la cual fue absuelto.
“Bajo ese contexto NO es posible su reincorporación al servicio en este Cuerpo de Seguridad, ni mucho menos el pago de los haberes que señala en su oficio de cuenta. …” 

Del escrito de ampliación de demanda, se advierte que el  actor negó lisa y llanamente que se le hubiera notificado la Resolución de baja de fecha **********en el cargo que desempeñaba como **********de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, que fue emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, la cual fue ofrecida por la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda y que obra en copia certificada en fojas 47 a la  55 de este sumario, argumentando que la misma no se encuentra debidamente fundada, y que la notificación que refiere, deviene ilegal desde su origen, que por ello, el acto impugnado, debe declararse nulo.

Conforme a lo vertido por el accionante en su ampliación de demanda, debe tenerse como diverso acto impugnado la Resolución de baja de fecha **********decretada al actor en el cargo que desempeñaba como ********** de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, que fue ofrecida por la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda y que obra en copia certificada en fojas 47 a la  55; así como la notificación de fecha ********** que la autoridad demandada refiere haber realizado al actor respecto de la resolución de baja de fecha **********antes citada. 
 Las documentales públicas anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, expedidas por fedatario y servidores públicos en ejercicio de sus funciones.

La parte actora, para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, ofreció en sus escrito inicial de demanda la Instrumental de actuaciones y la Presuncional legal y humana; así como las documentales visibles en fojas 10 a la 33 de este sumario, consistentes en: 1.- Copia certificada del Oficio No. **********que constituye uno de los actos impugnados; 2.- Copia certificada de la sentencia de fecha **********, emitida en el Juzgado ********** del Ramo Penal dentro de la causa penal número **********, instruida en contra del hoy accionante, en el cual se dicta sentencia absolutoria a favor del actor, por el antisocial de **********. 
Así mismo la promovente en su escrito de ampliación de demanda, ofreció Instrumental de actuaciones y la Presuncional legal y humana; así como las documentales visibles en fojas 76 a la 79 de este sumario, consistentes en:  Copias fotostáticas de los recibos de nómina a nombre del actor de los periodos **********; 2.- Constancia de Consulta médica de fecha **********, expedida al actor como trabajador; 3.- Solicitud de atención médica al actor dirigida al Director del H.G.Z. **********, del Instituto Mexicano del Seguro Social, de fecha **********.
Por otra parte la autoridad demandada, para acreditar la legalidad del acto impugnado, ofreció en su escrito de contestación de demanda los siguientes medios probatorios: la Instrumental de actuaciones y la Presuncional legal y humana; y las copias certificadas de las documentales públicas visibles en fojas 46 a la 55 de este sumario consistentes en: 1.- Copias certificadas de la Resolución de baja de fecha **********decretada al actor en el cargo que desempeñaba como ********** de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, emitida por Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, mediante la cual decreta la Baja o cese al actor como ********** por haber incumplido con los requisitos de permanencia al haber ********** practicados en los **********; y  2.- Copia certificada del movimiento de personal de baja por cese del actor de fecha **********  en el puesto que desempeñaba en ********** en la Secretaría de Seguridad Publica, emitido por Oficialía Mayor de Gobierno del Estado.
Debe señalarse que se tuvo a la autoridad demandada, por precluído su derecho para contestar la ampliación de contestación de demanda, toda vez que no lo realizó en tiempo y forma, y en consecuencia, se le hizo efectivo el apercibimiento que le fue decretado por acuerdo de fecha cinco de julio de dos mil diecinueve, teniéndosele por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, según consta  en el proveído de fecha  veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve, que obra en fojas 92 y 93 de este sumario.
Documentales públicas antes citadas que hacen prueba plena, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia..- Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir su respectiva contestación, opuso la causal de improcedencia y sobreseimiento a que se refiere el artículo 228 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que basa en que el actor fue dado de baja mediante la Resolución de baja dictada con fecha **********decretada al actor en el cargo que desempeñaba como ********** de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, al haber resultado ********** y que por ello se ordenó los trámites correspondientes para su remoción de esa Dirección General de Seguridad Pública, generando el movimiento de personal con número de folio **********, que es un acto consumado. A ese respecto, cabe señalar que dichos razonamientos deben ser analizados al estudiar el fondo de la Litis, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio, en la cual la parte accionante manifestó en su escrito de contestación la inexistencia de la notificación de dicha resolución.
Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”.-
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

QUINTO.- El demandante hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 5 vuelta a la 8 vuelta de este sumario, y del escrito de ampliación de demanda en fojas 72 a la 75 de este expediente, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Del análisis de los conceptos de impugnación vertidos por el actor, esta Sala unitaria determina que por cuestión de método, es primordial resolver sobre los conceptos de impugnación que hace valer el accionante en su escrito de ampliación de demanda por el cual controvierte la notificación de fecha ********** que refiere la autoridad demandada como la fecha en que le notificó al actor la resolución de baja de fecha **********y el diverso acto impugnado que es el origen de los diversos actos reclamados en este juicio, consistente en la Resolución de baja de fecha **********decretada al actor en el cargo que desempeñaba como ********** de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, que fue ofrecida por la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda y que obra en copia certificada en fojas 47 a la  55.
Conceptos de impugnación que en la parte que interesa refiere: 

“…De lo anterior se puede apreciar, que la autoridad demandada alega que la resolución fue notificada en fecha **********, no obstante en ningún momento aportó la constancia de la supuesta notificación, ni en el escrito impugnado, ni el momento procesal oportuno a que hace referencia el numeral  243 fracción VI, consecuentemente, se arriba a la conclusión de que la notificación de fecha ********** es inexistente, y lo aducido por la autoridad demandada resulta ser una falacia para tratar de eludir el cumplimiento de mi reincorporación al servicio como elemento de la ********** y el pago de mis haberes dejados de percibir…”
“…En cuanto al anexo consistente en la supuesta ********** de la Comisión  de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, es un documento que carece de validez, certeza y seguridad jurídica,(…) se puede apreciar que carece de firmas de quienes se describen en el documento como integrantes  de la mencionada comisión de Honor y Justicia, (…), no menos es cierto es, que la certificación es una documental publica y prueba fehaciente, de que el documento consiste en 9 fojas útiles, y la misma certificación es prueba plena y se constata fehacientemente que dicho documento carece de firmas, y por lo cual resulta inconcuso de que carece de validez y no puede tener efecto legal alguno.”
“Asimismo, en cuanto a la fundamentación que se menciona en la supuesta resolución de fecha ********** es necesario que en fecha 28 de marzo de 2012, se publicó en el Periódico Oficial el decreto 953 relativo a la LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PUBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, mismo decreto que en su artículos transitorios dispone que la entrada en vigor el mencionado ordenamiento se abroga la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en los artículos transitorios primero y segundo se puede leer so(sic) siguiente: (…).”
“…Luego entonces, (…), al hacer mención de la citada norma como fundamento legal en la supuesta resolución (…), resulta inconcuso, que dicha resolución carece de fundamentación y no se cumple con lo dispuesto en la fracciones II, III y V del artículos 164 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.”
“…De lo anterior se deduce que el procedimiento aplicable a la sanción, baja o cese de elementos es que se establecen en los artículos (…),  de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí,(…), por lo cual al sujetarse a lo dispuesto en la norma que regula el procedimiento y el actuar de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública, lo cual evidencia que la multicitada y supuesta resolución de fecha **********, carece de fundamentación  y como consecuencia es violatoria del debido proceso establecido en el artículo 14 constitucional y la misma debe declararse nula por las razones antes expuestas.”
Concepto que resulta fundado y suficiente para decretar la ilegalidad de la notificación y resolución reclamados, atento a las consideraciones que a continuación se exponen: 

Le asiste la razón al demandante, en cuanto afirma que no le fue notificada con fecha **********, la resolución de baja de fecha **********decretada al actor en el cargo que desempeñaba como ********** de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado; de acuerdo con las constancias que obran en este sumario, de las cuales se tiene que la demandada fue omisa en adjuntar a su escrito de contestación la documental relativa a la diligencia de notificación de la resolución en comento, lo que genera que haya sido omisa en acreditar que se le haya notificado al hoy actor el cese o baja decretada mediante esa resolución y por tanto la existencia de esa notificación que lo demuestre. 
A mayor abundamiento, debe señalarse que la autoridad demandada, al momento de producir su contestación de demanda refiere que el acto reclamado es un acto consumado en fecha ********** y que no fue impugnado en su momento; afirmación que carece de sustento legal alguno, pues en este procedimiento no aportó medio alguno tendiente a demostrar que el accionante haya tenido conocimiento de esa resolución que constituye el sustento de la negativa que reclama del oficio **********que es uno de los actos reclamados en este expediente; lo que genera, que fue omisa en cumplir con su obligación procesal de acreditar la existencia de la notificación de fecha **********, que es el documento idóneo que acredita tal extremo, en virtud de que dicha afirmación en sí misma se traduce en un hecho negativo a probar, lo cual no es posible por parte de la accionante, aunado a ello que se trata de actos los cuales deben presumirse legales en ejecución, por tratarse de actos llevados a cabo por autoridades, por lo que en principio arroja la carga de la prueba a la demandada ya que debe probar la legalidad de su actuación con la existencia de esos actos, por lo que en consecuencia como efectivamente lo afirma el accionante, debe determinarse que no fue notificado personalmente de la resolución de baja de fecha **********en comento.

Sirve de apoyo por analogía el Criterio de la Novena Época,  Registro: 168192,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXIX, Enero de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A. J/45, Página: 2364, que dice: 

“CARGA DE LA PRUEBA EN EL JUICIO DE NULIDAD. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD CUANDO LOS DOCUMENTOS QUE CONTENGAN LAS AFIRMACIONES SOBRE LA ILEGALIDAD DE SUS ACTUACIONES OBREN EN LOS EXPEDIENTES ADMINISTRATIVOS QUE AQUÉLLA CONSERVA EN CUSTODIA. El artículo 81 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al juicio de nulidad, establece que el actor está obligado a probar los hechos constitutivos de su acción. Sin embargo, en el ámbito del derecho administrativo opera un principio de excepción que obliga a la autoridad a desvirtuar, inclusive, las afirmaciones sobre la ilegalidad de sus actuaciones que no estén debidamente acreditadas mediante el acompañamiento en autos de los documentos que las contengan, cuando éstos obren en los expedientes administrativos que aquélla conserva en custodia. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Aunado a lo anterior, es menester señalar que dicha circunstancia fue debidamente acreditada por el promovente en este procedimiento, con la confesión tácita que hace la autoridad demandada al tenerla en este juicio por precluído su derecho para contestar la ampliación de demanda y contestando la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, lo que se hace  constar en el auto de fecha veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve, que obra en fojas 92 y 93 de este sumario.

Debe señalarse que se tuvo a la autoridad demandada, por precluído su derecho para contestar la ampliación de contestación de demanda, toda vez que no lo realizó en tiempo y forma, y en consecuencia, se le hizo efectivo el apercibimiento que le fue decretado por acuerdo de fecha cinco de julio de dos mil diecinueve, teniéndosele por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, según consta en el proveído de fecha veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve, que obra en fojas 92 y 93 de este sumario, por lo que dicha confesión tácita derivada de la no contestación de ampliación de la demandada, hace prueba plena a favor del actor para tenerlo por acreditando que no fue notificado de la resolución en la que se le decretó su baja o cese por la demandada. 

No pasa inadvertido por esta Sala Unitaria, que la autoridad demandada ofreció en este juicio como prueba superveniente entre otras, el oficio ********** dirigido al hoy accionante, en el que se hace constar una notificación de fecha **********, en el que consta que una persona diversa al accionante recibió original y copia certificada de la resolución dictada en ese procedimiento **********; sin embargo, la misma se le tuvo en este expediente por no ofrecida al no reunirse las características exigidas por la ley para que una prueba pueda ser admitida con posterioridad a los escritos de demanda, contestación, ampliación o contestación a la ampliación, siendo por lo que se desecharon las pruebas documentales ofrecidas por el promovente como supervenientes; documental que aun en el supuesto de haberse aportado al presente juicio en forma oportuna, no beneficiaría a su oferente, porque como se dijo, en ella consta el nombre y firma de recibido de una persona diversa al hoy accionante.
Por tanto, resulta ilegal la notificación efectuada por la demandada de fecha **********, ya que tratándose de la resolución definitiva dictada en el procedimiento instaurado en contra del actor, dicha notificación debió hacerse personalmente y, en este último caso, era necesario que constara en autos que se había recibido el oficio relativo precisamente por parte del hoy actor; lo que no ocurrió y no procediéndose en la forma como lo hizo la demandada a través de una tercera persona, sin haber efectuado las formalidades esenciales para llevar a cabo dicha diligencia, ya que con dicha falta de formalidad procedimental se violan las garantías del hoy accionante que otorgan los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal.

Así las cosas, le asiste razón al accionante en cuanto a que no fue notificado con fecha ********** de la resolución de baja o cese que le fue decretada con fecha **********emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado y, por ende, se declara ilegal la notificación que efectuó la demandada con fecha **********.
 En ese tenor, y siendo que el accionante tuvo conocimiento en este juicio de la resolución de baja en comento, con fecha **********, según consta en fojas 58 de este sumario, cuando se le dio vista con el escrito de contestación, debe señalarse como la fecha en que le fue dada a conocer por la autoridad demandada dicho acto, ya que es hasta ese momento cuando puede entenderse que tuvo conocimiento directo, exacto y completo del acto reclamado. 
Lo antes expuesto, genera por ende que resulte ilegal la resolución de baja de fecha **********emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, mediante la cual se decreta la separación del hoy actor en el cargo que desempeñaba como ********** de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, que también impugna el accionante en este juicio, la cual obra en copia certificada en fojas 47 a la  55 de este sumario; ya que se advierte que como lo afirma el accionante en su causa de pedir, es violatoria del debido proceso, en virtud de que la autoridad demandada determinó la separación del hoy actor sin garantizar sus derechos humanos del debido proceso, lo que contraviene los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal; y el artículo 73 fracción VIII, primer párrafo, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, que tiene aplicación en cuanto al procedimiento de baja aplicado en el asunto que nos ocupa, en razón de la fecha en que sucedieron los hechos imputados al accionante, referente a la obligación no cumplida de notificar personalmente al hoy actor la resolución de baja, con base en la cual, dicha resolución surtiría los efectos legales correspondientes; así como el numeral 129 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, que se encuentra vigente y que le es aplicable al haberse desempeñado como Elemento de Seguridad Pública del Estado, conforme al cual, ante la inexistencia por ilegal de la notificación de que se trata, la resolución en comento nunca surtió efectos legales sino hasta que se le dió vista al ahora accionante en el presente juicio, transcurriendo en exceso los tres años en que la Comisión de Honor y Justicia debía ejercer su facultad sancionadora; numerales que a la letra dicen: 

Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.
“Artículo 73. En cualquier supuesto que amerite una sanción, se deberá respetar en todo momento, las garantías de audiencia y debido proceso. 

En consecuencia, cualquier infracción, ya sea que se cometa por acción u omisión, que constituya falta sancionable de acuerdo a la presente Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, se someterá ante la Comisión de Honor y Justicia, conforme al siguiente procedimiento:
“…I (…).”
“…VIII. En la misma audiencia y una vez desahogadas las pruebas, se concederá a las partes el derecho de alegar por sí o por conducto de su defensor o representante; concluidos los alegatos se dará por terminada la audiencia, declarándose cerrada la instrucción citándose a las partes para resolver, dentro de los diez días hábiles siguientes se pronunciará la resolución, la cual se notificará personalmente al interesado y al denunciante.  

 “…Al elemento sujeto a procedimiento declarado en rebeldía, se le  notificará por estrados, surtiendo desde ese momento sus efectos. La resolución definitiva que dicte la Comisión de Honor y Justicia deberá estar debidamente fundada y motivada; contener una relación suscinta de los hechos; así como una valoración de todas y cada una de las pruebas aportadas; ser clara, precisa y congruente con la denuncia, contestación y demás pretensiones deducidas oportunamente en el procedimiento…”

Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.
“Artículo  129. Las facultades de la Comisión de Honor y Justicia para imponer las sanciones que la ley prevé, prescribirán en tres años, contados a partir del día siguiente al que la autoridad tenga conocimiento del hecho en el que se hubieren cometido las infracciones, o a partir del momento en que hubieren cesado, si fueren de carácter continuo. 

 
“La prescripción sólo se interrumpirá al notificarse al presunto infractor, el citatorio para que comparezca a la audiencia.  

 
“El término para que opere la prescripción se suspenderá cuando alguna autoridad competente ordene la suspensión del procedimiento disciplinario, y se reanudará cuando la suspensión cese en sus efectos, reanudándose el cómputo del término”. 

Normatividad que aplica en favor del accionante, atendiendo a la causa de pedir que deduce el promovente de las violaciones del debido proceso en el expediente de baja que se le instauro en su contra, de cuyo análisis de la ilegal notificación que se decretó en este considerando en párrafos anteriores, permite a esta Sala Unitaria sostener que en el caso que nos ocupa, opera a  favor del hoy actor, la prescripción de las facultades sancionatorias de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, por la demora en notificar al actor la resolución que dictó en el procedimiento **********, con fecha **********, relativa a la baja o cese al hoy actor, la cual le fue notificada en este juicio con fecha **********, según consta en fojas 58 de este sumario; hechos los anteriores, que justifican la aplicación del principio de la causa de pedir, tomando en cuenta los hechos y razonamientos aducidos por el demandante, pues corresponde a este Tribunal decidir si es aplicable la prescripción de las facultades sancionatorias.
Resulta aplicable  la Tesis de Jurisprudencia, del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. Época: Décima Época, Registro: 2019025, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 62, Enero de 2019, Tomo IV, Materia(s): Común, Administrativa, Tesis: I.4o.A. J/3 (10a.), Página: 2115, que dice: 
“PRETENSIONES DEDUCIDAS EN EL JUICIO DE AMPARO Y EN EL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA CAUSA DE PEDIR DEBE SER PERTINENTE PARA DECLARAR INCONSTITUCIONAL O ILEGAL UN ACTO DE AUTORIDAD. Es un principio procesal elemental que cualquier pretensión deducida ante los órganos jurisdiccionales es una manifestación de voluntad, expuesta como razonamiento estratégico, atinente a un fin concreto, que es reconocer y declarar en la sentencia al pretensor como titular de un derecho cuya realización y efectos reclama. Esta propuesta o planteamiento debe tener como asidero o razón, un motivo justificatorio, entendido como fundamento fáctico y jurídico de la petición, denominado causa petendi, consistente en exponer determinadas circunstancias del caso, suficientes para el logro de cierta consecuencia o del efecto jurídico perseguido. Conviene precisar que, tanto en el juicio de amparo como en el contencioso administrativo, la causa de pedir debe ser pertinente para declarar ilegítimo un acto de autoridad y así obtener la consecuente reparación, que es el petitum. Dicho en otras palabras, el fundamento aludido debe ser suficiente y convincente para poder inferir causalmente el efecto o consecuencia pretendida. Es así que la causa petendi debe apreciarse de manera amplia, lo que incluye justificar el petitum de la pretensión, aludiendo a los hechos, circunstancias del caso y razones de ilegitimidad necesarias para lograr la consecuencia jurídica pretendida, esto es, las razones de inconstitucionalidad o ilegalidad de un acto de autoridad, lo que implica el objeto del litigio o efecto jurídico perseguido. …”

En efecto, del procedimiento disciplinario instaurado al hoy accionante, se advierte que operó la prescripción de la facultad sancionadora de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, ello tomando en consideración que en el Expediente de baja número ********** le fue supuestamente notificada al hoy actor para que surtiera sus efectos legales la resolución en que se le sanciona al accionante con la baja o cese del cargo que desempeñaba en la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, siendo ilegal la misma porque ello no fue acreditado en juicio, aunado a que según se desprende de la documental exhibida de manera extemporánea, la realidad es que dicha notificación fue recibida por diversa persona ajena al hoy accionante; y además, porque fue hasta el día **********, en el desarrollo del presente juicio, en que se le dio vista con la resolución emitida por la autoridad demandada con fecha **********, según consta en fojas 58 de este sumario; fecha en que el hoy accionante tuvo conocimiento directo, exacto y completo de dicho acto impugnado; obteniéndose de dicha resolución, que el actor fue citado y emplazado mediante oficio para la audiencia de ese procedimiento el día **********, que la audiencia del procedimiento tuvo verificativo el día **********, y que se dictó la resolución correspondiente el **********; sin que exista una notificación personal de la misma, lo que genera que la resolución impugnada nunca surtió los efectos legales inherentes, por no haber sido correctamente notificada al hoy actor conforme a derecho, transcurriendo en exceso el plazo para su notificación y darle a conocer los efectos de la misma, esto es, transcurrieron más de tres años, desde el **********fecha de su emisión,**********hasta el**********, fecha de la dista otorgada en el presente juicio, actualizándose la figura de la prescripción.
Debe aclararse, que conforme a criterio jurisprudencial vigente y aplicable por analogía, la prescripción se suspende con la notificación del oficio citatorio y reinicia su cómputo al día siguiente, por lo que empieza a correr nuevamente en perjuicio de la facultad de la autoridad sancionatoria; no obstante, carece de relevancia el cómputo desde el día siguiente de la notificación del oficio citatorio a la Audiencia de Ley, **********, porque el plazo de prescripción analizado desde la fecha de emisión de la resolución impugnada hasta la fecha de la vista en que el actor formalmente tuvo conocimiento de la resolución impugnada, transcurrieron en exceso los tres años mencionados, operando en favor del hoy demandante la prescripción de dicha facultad para sancionar de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado.

Por lo que, debido a que el plazo de prescripción de tres años, previsto en el artículo 129 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, fue interrumpido con la notificación del oficio citatorio ********** el cual se cita en el texto de la propia resolución en el apartado de “Resultando”, se inició de nuevo su cómputo a partir del día siguiente de dicha notificación; por lo cual, la autoridad demandada tenía la obligación de resolver y notificar su resolución dentro del nuevo plazo de prescripción de tres años, circunstancia que como se vio, no se llevó a cabo en tales términos.

Adquieren puntual aplicación al criterio adoptado, las Tesis de Jurisprudencia que se citan por analogía, con sus respectivos datos de identificación, rubros y textos correspondientes:

Época: Novena Época, Registro: 179465, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXI, Enero de 2005, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 203/2004, Página: 596.

“RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. UNA VEZ INTERRUMPIDO EL PLAZO PARA QUE OPERE LA PRESCRIPCIÓN DE LAS FACULTADES SANCIONADORAS DE LA AUTORIDAD, EL CÓMPUTO SE INICIA NUEVAMENTE A PARTIR DE QUE SURTE EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA CITACIÓN PARA LA AUDIENCIA DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. De los artículos 78 y 64 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos se concluye que el único acto que interrumpe el plazo de la prescripción de las facultades sancionadoras de la autoridad es el inicio del procedimiento administrativo, no las actuaciones siguientes, y que una vez interrumpido aquél debe computarse de nueva cuenta a partir del día siguiente al en que tuvo lugar dicha interrupción con conocimiento del servidor público, lo que acontece con la citación que se le hace para la audiencia, aun cuando en el mencionado artículo 78 no se establece expresamente, puesto que del análisis de las etapas que conforman tal procedimiento se advierte que en caso de que la autoridad sancionadora no cuente con elementos suficientes para resolver, o bien, advierta algunos que impliquen nueva responsabilidad administrativa, podrá disponer la práctica de investigaciones, citándose para otra u otras audiencias, lo que produciría que el procedimiento se prolongue, sin plazo fijo, a criterio de la autoridad sancionadora. Esto es, al ser la prescripción una forma de extinción de las facultades de la autoridad administrativa para sancionar a los servidores públicos que realizaron conductas ilícitas, por virtud del paso del tiempo, la interrupción producida al iniciarse el procedimiento sancionador mediante la citación a audiencia del servidor público deja sin efectos el tiempo transcurrido, a pesar de no disponerlo expresamente el artículo 78 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, ya que fue la misma autoridad sancionadora la que lo interrumpió al pretender probar la conducta ilícita del servidor público y ser de su conocimiento el procedimiento sancionador que debe agotar a efecto de imponerle una sanción administrativa, evitándose con ello el manejo arbitrario de la mencionada interrupción en perjuicio de la dignidad y honorabilidad de un servidor público. En consecuencia, la única actividad procedimental que ofrece certeza en el desenvolvimiento del procedimiento sancionador sin que exista el riesgo de su prolongación indefinida, es la citación para audiencia hecha al servidor público, con que se inicia dicho procedimiento, por lo que a partir de que surte efectos la notificación de la mencionada citación inicia nuevamente el cómputo del plazo de la prescripción interrumpida, sobre todo considerando que si la referencia al inicio del procedimiento sirvió para determinar el momento de interrupción del plazo de prescripción, aquélla puede ser utilizada para establecer el momento a partir del cual se vuelve a computar el citado plazo, sin que esto deje en estado de indefensión a la autoridad sancionadora, toda vez que antes de iniciar el procedimiento sancionador tuvo tiempo para realizar investigaciones y recabar elementos probatorios..- Contradicción de tesis 130/2004-SS. ...”

Época: Décima Época, Registro: 2018416, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 60, Noviembre de 2018, Tomo I, Materia(s): Administrativa, Tesis: P./J. 31/2018 (10a.), Página: 12.

“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA CONSECUENCIA DE QUE LA AUTORIDAD NO RESUELVA EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO EN EL PLAZO PREVISTO POR EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABROGADA), ES LA PRESCRIPCIÓN DE SU FACULTAD PUNITIVA Y NO LA CADUCIDAD DE DICHO PROCEDIMIENTO POR INACTIVIDAD PROCESAL. El artículo 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, vigente hasta el 18 de julio de 2017, dispone que el plazo para que prescriba la facultad punitiva de la autoridad es de 3 o 5 años, dependiendo de la gravedad de la infracción, según el caso, el cual empieza a correr una vez que se cometa ésta y se suspende con los actos procesales que se realicen, reanudándose desde el día siguiente al en que se hubiere practicado el último acto procedimental o realizado la última promoción; por su parte, el artículo 21, fracción III, del ordenamiento indicado fija el plazo de 45 días, con la posibilidad de ampliarlo por otro igual, para que la autoridad dicte la resolución correspondiente, sin establecer una consecuencia para el caso de que no se resuelva en ese plazo. En ese sentido, de la interpretación conjunta de los preceptos referidos se advierte que la consecuencia de que la autoridad no resuelva el procedimiento en el plazo legal es la prescripción de su facultad punitiva y no la caducidad del procedimiento por inactividad procesal; de esta manera, el plazo atinente a la prescripción inicia una vez que se cometa la infracción, se suspende con los actos procesales que se realicen y se reinicia automáticamente el día siguiente a aquel en que se dejó de actuar, incluido el incumplimiento al plazo de la autoridad para la resolución del procedimiento disciplinario, pero únicamente por el tiempo remanente del plazo total prescriptivo, es decir, si la autoridad no resuelve dentro de los 45 o 90 días previa justificación, la consecuencia será la prescripción de su facultad sancionatoria, siempre y cuando haya transcurrido el plazo genérico de 3 años o de 5 años, dependiendo de la gravedad de la infracción cometida; cabe destacar que el hecho de que la autoridad no resuelva en el plazo respectivo el procedimiento sancionatorio, podría significar un incumplimiento en sus obligaciones y deberes, por el que podría hacerse acreedora a la sanción disciplinaria que corresponda de conformidad con la fracción XXIV del artículo 8, en relación con el diverso 17, de la ley de la materia. Aunado a lo anterior, la autoridad responsable del procedimiento sancionatorio no podrá emitir ningún otro acuerdo o acto tendente a interrumpir el plazo prescriptivo o dirigido a dilatar la resolución correspondiente, pues es un procedimiento en el que ya se ha cerrado la instrucción, existe la audiencia respectiva y únicamente está pendiente el dictado de la resolución en la que se determine la existencia o no de las responsabilidades fincadas al servidor público de que se trate, lo que genera seguridad y certeza jurídica tanto a la ciudadanía como al propio servidor público investigado, pues se sabe con exactitud el momento en que la autoridad ya no podrá realizar alguna acción en contra del servidor sujeto a un procedimiento sancionatorio o, en su caso, imponer la sanción correspondiente..- Contradicción de tesis 361/2016. ...”

Por tanto, resulta ilegal la resolución impugnada de fecha **********, ello ante su falta de eficacia jurídica por no haberse notificado personalmente al hoy actor, actualizándose la prescripción de las facultades sancionatorias, de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado. 

En ese contexto, es innecesario el estudio de los conceptos de impugnación restantes, en acatamiento por analogía, al criterio emitido por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, visible en la Página 8, Tomo: Informe 1982, Parte II, Tesis 3, Séptima Época; que dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la Justicia Federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja. …”

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 95 fracciones II y III, 96 y 97, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, aplicable al momento de emitida la resolución impugnada; determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados en el escrito de ampliación de demanda, consistentes en: 1.- La Resolución de baja del **********decretada al actor dentro del expediente **********, emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado; y 2.- La notificación de fecha **********de la resolución de baja o cese que le fue decretada con fecha **********y por consecuencia la NULIDAD LISA Y LLANA de las mismas, dejándolas sin efecto legal alguno, al ser afectados sus derechos, por la violación a los derechos humanos del debido proceso, previsto en los artículos 14 y 16 Constitucionales; de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Sexto de la presente sentencia, debiendo la autoridad demandada restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados. 
Con relación al acto impugnado consistente en la negativa a reincorporar al hoy actor como elemento de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, determinación tomada por el Inspector General **********, comunicada mediante oficio **********; en el siguiente considerando se estudia lo concerniente a esta pretensión.
SÉPTIMO.- En este orden de ideas, el primer párrafo del artículo 97 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, establece: 

ARTICULO 97. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca. …”

A ese respecto debe señalarse que en el caso que nos ocupa se trata de un elemento de Seguridad Pública del Estado y el efecto restitutorio que señala el precepto anterior, se encuentra particularmente regulado en el artículo 123 apartado B fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente a partir del diecinueve de junio de dos mil ocho, de conformidad con el artículo Primero Transitorio del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día dieciocho del mismo mes y año, conforme al cual, en ningún caso procede su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido, razón por la que, al determinarse que fue ilegal la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio, las autoridades demandadas, solamente se encuentran obligadas al pago de la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho el actor. 

Para efectos de una mejor claridad en lo anterior, se hace necesario transcribir el citado artículo 123 que establece:

“Artículo 123. …

“…B. …

“… XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agente del Ministerio Público, perito y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes.

“Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones.

“Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. …”
[Énfasis añadido]
Por consiguiente, atendiendo al dispositivo Constitucional en mención, esta Sala Unitaria no puede ordenar la restitución en el puesto que venía desempeñando el actor, pues de hacerlo se contravendría el precepto 123 apartado B fracción XIII de nuestra Carta Magna; por lo que en el caso, con fundamento en esa disposición legal, lo procedente es que las autoridades demandadas restituyan al promovente los derechos que le fueron indebidamente privados, debiendo ordenar a la autoridad demandada a restituir al actor en los derechos que le fueron privados como lo son el pago de una indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, lo que deberá hacerse conforme a las leyes especiales administrativas bajo las cuales se rige su relación con el Estado, ello derivado de que tal determinación se ha dejado sin efectos.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada del treinta de junio de dos mil diez, Novena Época, Registro: 164225, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXXII, Julio de 2010, Materia(s): Constitucional, Laboral, Tesis: 2a./J. 103/2010, Página: 310; que establece:

“SEGURIDAD PÚBLICA. LA PROHIBICIÓN DE REINSTALAR EN SU CARGO A LOS MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA POR EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, ES APLICABLE EN TODOS LOS CASOS, INDEPENDIENTEMENTE DE LA RAZÓN QUE MOTIVÓ EL CESE. Del citado precepto constitucional se advierte que los miembros de las instituciones policiales podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos de permanencia o si incurren en responsabilidad, con la expresa previsión de que si la autoridad resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo está obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tengan derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. De lo anterior se sigue que a partir de la aludida reforma la prohibición de reincorporación es absoluta, lo que se corrobora con el análisis del proceso relativo del que deriva que el Constituyente Permanente privilegió el interés general por el combate a la corrupción y la seguridad por encima de la afectación que pudiere sufrir el agraviado la que, en su caso, se compensaría con el pago de la indemnización respectiva, por lo que independientemente de la razón del cese tiene preferencia la decisión del Constituyente de impedir que los miembros de las corporaciones policiacas que hubiesen causado baja se reincorporen al servicio.”
Así como la Tesis Aislada del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Novena Época, Registro: 166327, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Septiembre de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A.659 A, Página: 3164.

“POLICÍA FEDERAL PREVENTIVA. LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA MEDIANTE LA CUAL SE DIO DE BAJA A ALGUNO DE SUS MIEMBROS, CON FUNDAMENTO EN EL PÁRRAFO SEXTO DEL ARTÍCULO 50 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, PARA EL EFECTO DE QUE LE SEA PAGADA UNA INDEMNIZACIÓN, SIN INCLUIR SU REINSTALACIÓN, NO IMPLICA APLICACIÓN RETROACTIVA DE DICHO PRECEPTO, AUN CUANDO LA DEMANDA RESPECTIVA SE HAYA PRESENTADO ANTES DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA INDICADA PORCIÓN NORMATIVA. Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de enero de 2009, se adicionó un párrafo sexto al artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, para establecer categóricamente la prohibición de reinstalar a los miembros removidos de su cargo en las instituciones policiales de la Federación. Ahora bien, con el objeto de examinar lo relativo a la aplicación retroactiva de un precepto jurídico, se requiere precisar si el acto se realiza dentro de la vigencia temporal de validez de la norma, sin afectar situaciones jurídicas definidas o derechos adquiridos por el gobernado con anterioridad a su entrada en vigor, conforme a la jurisprudencia 2a./J. 87/2004, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, julio de 2004, página 415, de rubro: "RETROACTIVIDAD DE LA LEY. ES DIFERENTE A SU APLICACIÓN RETROACTIVA.", para lo cual debe señalarse que los derechos adquiridos son aquellas ventajas o bienes jurídicos o materiales de los cuales es poseedor su titular y que forman parte de su patrimonio, los que no pueden ser desconocidos por la ley, mientras que la expectativa de derecho es la posibilidad jurídica de obtener esa ventaja o bien, e incorporarlo al patrimonio de una persona, es decir, es inexistente el título con apoyo en el cual puede exigirse el cumplimiento y ejercicio del derecho de que se trate. Conforme a lo anterior, es factible inferir que al momento de la presentación de la demanda de anulación contra la resolución administrativa mediante la cual se dio de baja a un miembro de la Policía Federal Preventiva, no se tiene un derecho adquirido en cuanto a la reinstalación en el puesto del cual fue destituido, sino una simple expectativa de derecho, por depender esa situación de la decisión jurisdiccional que en su momento se emita para resolver la controversia propuesta en el juicio contencioso administrativo federal; sentencia que, desde luego, se rige por la normatividad aplicable al día en que es dictada. Por tanto, la nulidad de la resolución mencionada, declarada con fundamento en el párrafo sexto del indicado artículo 50 para el efecto de que se pague al elemento de seguridad pública una indemnización, sin incluir su reinstalación, no implica aplicación retroactiva de dicho precepto, aun cuando la demanda respectiva se haya presentado antes de la entrada en vigor de la indicada porción normativa”
Siendo menester señalar que, se obtiene de la propia afirmación que plantea el demandante en su escrito inicial de demanda, en concatenación con las copias certificadas de la sentencia de fecha **********, emitida en el Juzgado Octavo del Ramo Penal dentro de la causa penal número **********, instruida en contra del hoy accionante, en el cual se dicta sentencia absolutoria a favor del actor, por el ********** documental que obra en fojas 12 a la 33 de este sumario, con valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en ellas, conforme lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado; que el accionante estuvo sometido a un procedimiento penal desde el ********** hasta que el día **********, fecha en que el Juez ********** del Ramo Penal dictó en el proceso penal **********, sentencia absolutoria del accionante por los delitos instaurados en su contra por el antisocial de **********; por lo que, no son procedentes los pagos que reclama el accionante, relativos a los haberes dejados de percibir desde el ********** a la fecha en que se dictó la sentencia absolutoria en comento, es decir, no procede el pago de haberes que solicita por el período comprendido del **********.
A virtud de que en ese periodo de tiempo, se encontraba bajo una suspensión de la relación administrativa que tiene el actor como elemento de seguridad con la demandada, derivada de su nombramiento como Elemento de Seguridad Pública del Estado, la cual se equipara a una relación laboral, por el servicio que presta al Estado, pero que se regula en un régimen legal distinto al de los demás trabajadores de los Poderes del Estado, que se debe considerar como una Suspensión de las relaciones de trabajo, una figura jurídica cuya consecuencia es la suspensión temporal de los efectos de la relación de trabajo, sin responsabilidad para ninguna de las partes, esto es, la suspensión para una parte de la obligación de prestar el servicio, y para la otra, la suspensión de la obligación de pagar el salario, efectos que se establecen tanto en el Reglamento Interno de la Dirección de Seguridad Pública del Estado, como en la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado, y en la Ley Federal del Trabajo; en ese sentido, lo contenido en el artículo 109 del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, vigente al momento de la detención del actor, ya que esta figura jurídica aplica tanto a los elementos de los cuerpos de seguridad, como a todos los trabajadores al servicio de las instituciones públicas del Estado, y más aún a todos los trabajadores, independientemente de que sean o no servidores públicos, en ese sentido, no existe un tratamiento diferenciado entre los miembros de las instituciones de seguridad pública, porque a ninguno de ellos se les concede el derecho al pago de salarios y prestaciones dejadas de percibir durante el tiempo que estuvo suspendida la relación de trabajo sin responsabilidad para las partes, como en el caso se trata de la prisión del trabajador seguida de sentencia absolutoria. 

Para una mejor comprensión se transcriben los referidos ordenamientos, en la parte relativa a los efectos de la suspensión.

Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado. (Publicado en el POE el 31 de enero de 2004)

DE LAS SUSPENSIONES, BAJAS Y REINGRESOS

“Artículo 109.- La suspensión produce el efecto de que no se pague el salario y el miembro de la corporación, queda liberado de prestar el servicio temporalmente hasta que se le dicte la sentencia absolutoria, debiendo presentarse dentro de un término de cinco días a partir de la notificación de la misma.

Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí. 

“DE LA SUSPENSIÓN DE LAS RELACIONES DE TRABAJO”

“ARTÍCULO 53.- Se suspenderán temporalmente las obligaciones de los sujetos de la relación de trabajo, sin responsabilidad para las instituciones públicas de gobierno, en los siguientes casos:

“…V.- El arresto o prisión preventiva del trabajador, impuesto por autoridad administrativa o judicial. Cuando recaiga sentencia absolutoria, el trabajador podrá reintegrarse a sus labores;”

Ley Federal del Trabajo.

“SUSPENSIÓN DE LOS EFECTOS DE LAS RELACIONES DE TRABAJO” 
“Artículo 42. Son causas de suspensión temporal de las obligaciones de prestar el servicio y pagar el salario, sin responsabilidad para el trabajador y el patrón: 

“…III. La prisión preventiva del trabajador seguida de sentencia absolutoria. Si el trabajador obró en defensa de la persona o de los intereses del patrón, tendrá éste la obligación de pagar los salarios que hubiese dejado de percibir aquél;

De la transcripción que antecede, se advierte que en los tres dispositivos legales se prevé la figura de la suspensión de los efectos de la relación de trabajo; que la consecuencia de esta figura jurídica es la suspensión de las obligaciones de sujetos de la relación, para el empleador, de la obligación de pagar el salario y para el trabajador, de la obligación de prestar el servicio; y que la suspensión durará, hasta que se le dicte la sentencia absolutoria. 

En esa tesitura, el artículo 109 del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado (Publicado en el POE el 31 de enero de 2004), no es contrario a los principios del artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en razón de que, en los tres ordenamientos legales Reglamento Interno de la Dirección de Seguridad Pública del Estado, Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí y Ley Federal del Trabajo, se da igual protección a los trabajadores suspendidos con motivo de prisión preventiva seguida de sentencia absolutoria; en tal virtud, no existe discriminación por motivo de la condición del actor elemento de seguridad, pues en ninguno de dichos ordenamientos se concede el derecho al pago que reclama el actor, de las remuneraciones que dejó de percibir durante el tiempo que duró la suspensión, cuando ésta se da con motivo de la prisión preventiva seguida de sentencia absolutoria, como fue el caso específico.
También se advierte, que el artículo 108 del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, vigente en la fecha de la suspensión, establecía en la fracción II que en caso de prisión preventiva del miembro de la corporación, seguida de sentencia absolutoria, se le pagarán los salarios no devengados; sin embargo, existe pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el sentido de que, está hipótesis jurídica se actualiza solamente cuando la interrupción temporal de funciones del elemento policiaco tiene su origen en causas propias del servicio, al señalar que el pago es improcedente cuando la interrupción de las funciones de un elemento policiaco, tenga su origen en causas ajenas al servicio, siendo que en el caso que nos ocupa los hechos por los cuales el actor estuvo privado de su libertad y sujeto a proceso, fueron originados por causas ajenas al servicio, según se advierte de las copias certificadas que ofreció el propio actor como pruebas en su escrito de demanda, consistente en la copia certificada de la sentencia de fecha **********, emitida en el Juzgado ********** del Ramo Penal dentro de la causa penal en cita, instruida en contra del hoy accionante, en el cual se dicta sentencia absolutoria a favor del actor, por el antisocial de **********;  por tanto, el pago de los salarios que dejó de percibir por razón de esa causa penal resulta improcedente.
Sirve de sustento la tesis aislada del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, con Registro: 182306. Localización: Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XIX, Enero 2004. Página: 1617. Materia(s): Administrativa. 

“SEGURIDAD PÚBLICA. ES IMPROCEDENTE EL REINTEGRO DE SALARIOS Y PRESTACIONES CUANDO LA INTERRUPCIÓN TEMPORAL DE FUNCIONES DEL ELEMENTO POLICIACO TIENE SU ORIGEN EN CAUSAS AJENAS AL SERVICIO. El artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Distrito Federal prevé que cuando un elemento de la policía sea declarado sin responsabilidad en la investigación administrativa o averiguación previa que se le instruya, le serán reintegrados los salarios y prestaciones que hubiere dejado de percibir hasta ese momento con motivo de la suspensión temporal de carácter preventivo que se le impuso; sin embargo, la hipótesis jurídica que se comenta no se actualiza cuando la interrupción temporal de funciones del elemento policiaco tiene su origen en causas ajenas al servicio, esto es, por conductas observadas en su carácter de particular y no como servidor público, aun cuando en el proceso penal incoado en su contra obtenga resolución absolutoria por la que se declare que no es penalmente responsable del delito que se le imputó, en razón de que el régimen disciplinario y la suspensión temporal regulada por los artículos 49 y 50 de la ley citada, están dirigidos a examinar y sancionar las conductas llevadas a cabo por los policías respecto de las funciones inherentes al servicio de seguridad pública que prestan, por cuyo incumplimiento puede afectarse a la corporación o a la comunidad en general; de ahí que sea improcedente el pago de los conceptos mencionados. ...”

También tiene aplicación por analogía la tesis aislada del Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, con Registro: 197006. Localización: Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo VII, Enero de 1998. Página: 1180. Materia(s): Laboral, que dice. 
“SUSPENSIÓN DE LOS EFECTOS DE LA RELACIÓN DE TRABAJO. ARRESTO DEL TRABAJADOR. ALCANCE DEL ARTÍCULO 42, FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. Atento que ninguna disposición de la Ley Federal del Trabajo establece que cuando el arresto del trabajador obedece a una denuncia propuesta por el empleador, deban pagarse los salarios correspondientes al término que dure la suspensión de los efectos de la relación individual de trabajo, la interpretación que debe hacerse del artículo 42, fracción IV, de la citada legislación, no puede desligarse del contenido social de la ley laboral, la cual en su artículo17 autoriza al juzgador a que acuda a los principios generales de derecho y a los principios generales de justicia social que derivan de la Constitución Federal; tampoco puede desatenderse que, según el artículo 18 de la propia legislación, en la interpretación de sus normas se tomarán en cuenta las finalidades que señalan los artículos 2o. y 3o. del propio código laboral y que en caso de duda deberá prevalecer lo más favorable al trabajador; en consecuencia, para fijar el alcance y obligaciones que derivan de la aplicación del artículo 42, fracción IV, de la Ley Federal del Trabajo, deben distinguirse dos situaciones: una, cuando el arresto del trabajador es motivado por hechos independientes de las funciones que desempeña y desligados de su centro de trabajo; otra, cuando el arresto se debe a una denuncia, acusación o querella formulada por el patrón con motivo de hechos que afirma se cometieron en su contra, de su familia o del centro de trabajo. En el primer caso, el arresto del trabajador hace cesar los efectos de la relación de trabajo, y los salarios no devengados por la ausencia no deberán ser cubiertos por el patrón. En el segundo caso, en el que el arresto del trabajador fue motivado por una denuncia del patrón, al resultar injustificada ésta, debe considerarse que, al recobrar la libertad el trabajador, tiene derecho a que se le paguen los salarios que podría haber disfrutado si no hubiera mediado esa acusación, pues al haber motivado el arresto, el patrón es en alguna medida responsable del menoscabo del patrimonio del empleado. ...”

Partiendo de lo anterior, esta Sala Unitaria determina que, no procede el pago de los haberes y prestaciones derivadas de la suspensión temporal de las funciones del actor, durante todo el periodo que reclama que estuvo en prisión hasta la fecha en que fue absuelto, en que se dictó sentencia absolutoria; en razón de que como se asentó en los párrafos que anteceden, durante el tiempo que dure la suspensión no se genera derecho al pago ni obligación a cubrirlo, en ese sentido, como la causa de suspensión fue la prisión preventiva del elemento de seguridad, seguida de sentencia absolutoria, el periodo en que subsistió esta causa, en el cual se suspenden los derechos y las obligaciones de las partes, se estará sujeto a la fecha en que concluya la misma.

Siendo procedente únicamente, el pago de los haberes y prestaciones a partir de la fecha en que fue levantada la suspensión temporal de las funciones del actor, que se generó a partir del día **********, fecha en que el  Juzgado ********** del Ramo Penal dentro del proceso penal **********, dictó sentencia absolutoria del accionante por los delitos instaurados en su contra.
Precisado lo anterior, debe decirse que conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Constituyente otorgó a favor de los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el derecho al pago de una indemnización en el caso de que, a través de una resolución emitida por autoridad jurisdiccional competente, se resuelva que su separación o cualquier vía de terminación del servicio de la que fue objeto resulta injustificada; lo anterior, para restituirlos en sus derechos y no dejarlos en estado de indefensión, al existir una prohibición absoluta de reincorporarlos en el servicio.

En consecuencia, se ordena la restitución del actor en los derechos que le fueron indebidamente privados con el acto impugnado, consistente en el pago de la indemnización y el pago de la remuneración diaria ordinaria que percibía por la prestación de sus servicios, desde que fue levantada la suspensión temporal de las funciones del actor, a partir del día **********, y hasta que se realice el pago correspondiente en cumplimiento de esta sentencia, lo que deberá hacerse conforme a la Constitución, legislación y reglamentos estatales y municipales, y criterios Jurisprudenciales que prevén expresamente el monto por indemnización para estos casos.
Ahora bien, el derecho indemnizatorio debe fijarse en términos íntegros de lo dispuesto por la Constitución Federal, pues el espíritu del Legislador Constituyente al incluir el apartado B dentro del artículo 123 constitucional, fue reconocer a los servidores públicos garantías mínimas dentro del cargo o puesto que desempeñaban, sin importar, en su caso, la naturaleza jurídica de la relación que mediaba entre el Estado en cualquiera de sus niveles y el servidor.

Por tanto, si dentro de la aludida fracción XIII del apartado B se establece el derecho a recibir una indemnización en caso de que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fuere injustificada; lo cual es acorde con lo ordenado en la fracción XXII del apartado A, del propio precepto constitucional, en el cual se define que la indemnización consiste en tres meses de salario; y por su parte, en la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, se establece en el segundo párrafo del artículo 54, que por la separación injustificada de los elementos de seguridad pública, les corresponde una indemnización de tres meses del último salario percibido y las partes proporcionales de las prestaciones a que tengan derecho; es de concluirse que, en el caso que nos ocupa, debe estarse al monto o importe de tal concepto, a fin de determinar el monto indemnizatorio a que tienen derecho los agentes del Ministerio Público, peritos y miembros de las instituciones policiales, por tratarse de la misma razón jurídica que configura y da contenido a la diversa fracción XIII del apartado B, a saber, el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el patrón particular o el Estado ante la separación injustificada y sea la ley o, en su caso, la propia Constitución, la que establezca la imposibilidad jurídica de reinstalación. 
En consecuencia, a efecto de determinar el monto que corresponde a los servidores públicos sujetos al régimen constitucional de excepción contenido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Carta Magna, resulta aplicable como mínimo, el monto establecido en el diverso apartado A fracción XXII, y en el artículo 54 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, que contiene los parámetros a los que el propio Constituyente refirió al permitir fuese la normatividad secundaria la que los delimitara.
En tal virtud, la indemnización engloba el pago de tres meses de salario o haberes debidamente integrados; y además, derivado de la última interpretación en la materia, contenida en la Tesis 2ª./J. 198/2016 (10ª), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, deberán pagarse como parte de la propia indemnización, veinte días de salario o haberes debidamente integrados, por cada año de servicios que tenga reconocidos la parte actora ante la autoridad demandada. 
Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia localizable en la Décima Época, Registro 2013440, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 38, Enero de 2017, Tomo I Materia(s): Constitucional, Laboral Tesis: 2ª./J. 198/2016 (10ª.) Página: 505; cuyo rubro a la letra dice:

“SEGURIDAD PUBLICA. LA INDEMNIZACION PREVISTA EN EL ARTICULO 123, APARTADO B, FRACCION XIII, SEGUNDO PARRAFO, DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, COMPRENDE EL PAGO DE 3 MESES DE SUELDO Y DE 20 DIAS POR CADA AÑO LABORADO [ABANDONO DE LAS TESIS DE JURISPRUDENCIA 2ª/J. 119/2011 Y AISLADAS 2ª. LXIX/2011, 2ª. LXX/2011 Y 2ª. XLVI/2013 (10ª) (*)].” 
Con fundamento en el artículo 97, primer párrafo, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, aplicable al momento de la separación del hoy accionante; se ordena a la autoridad demandada, restituir al actor en los derechos que le fueron indebidamente privados con el acto impugnado, mediante el pago de la indemnización consistente en tres meses de haberes debidamente integrados y veinte días de haberes debidamente integrados por cada año de servicios,  así como el pago de la remuneración diaria ordinaria debidamente integrada que percibía por la prestación de su servicios, desde el día ********** y hasta que se realice el pago correspondiente, conforme a esta sentencia, criterios y, disposiciones constitucionales y legales descritas.

Por lo que, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; concatenados con el precepto 123, apartado A fracción XXII, y apartado B fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y artículo 54, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; se ordena a la autoridad demandada pagar al actor:

a) La indemnización a que se refiere el artículo 123 apartado B fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; consistente en el importe de tres meses de los últimos haberes percibidos, debidamente integrados; más veinte días de los últimos haberes percibidos, debidamente integrados, por cada año de servicios realmente prestados. Esto es, computar su antigüedad desde que ingresó a prestar sus servicios para las demandadas; excluir el pago de los veinte días por cada año de servicio durante el período en el cual estuvo sujeto al proceso penal descrito, en el cual se suspendieron los derechos y obligaciones de las partes; y luego, continuar desde el día ********** fecha en que fue levantada la suspensión temporal de las funciones del actor, por la sentencia absolutoria antes citada, y hasta que se realice el pago correspondiente en cumplimiento de esta sentencia.
b) Las prestaciones a que tiene derecho, consistentes en el pago de aquéllas que se generaron con motivo de la relación administrativa entre el actor y la demandada, como son aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, proporcionales; así como el pago de haberes, consistente en la remuneración diaria ordinaria que percibía el actor, debidamente integrada, en el puesto de ********** en la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, cuantificables desde el ********** y hasta la fecha en que se pongan a su disposición, de conformidad con la sentencia que se cumplimenta.

En el entendido de que el concepto de haberes, incluye todo aquello que legalmente le corresponda y que derive de la relación administrativa que tenía el actor con la demandada, al momento de la afectación de sus derechos, así como aquellos que tengan su origen en un derecho subjetivo tutelado por la normatividad aplicable y que se le hayan generado por el simple transcurso del tiempo, integrados con la remuneración diaria ordinaria, beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía por la prestación de sus servicios, entre otras prestaciones presupuestadas para su nivel y categoría en esa corporación, donde quedan comprendidas las partes proporcionales de aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, es decir, todo aquello que legalmente le corresponda y que derive de la relación administrativa que tenía el actor con la demandada, al momento de la afectación de sus derechos.

El criterio que antecede, queda sustentado legalmente en la Tesis Aislada emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Décima Época, Registro: 2001770, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 2, Materia (s); Constitucional, Laboral, Tesis: 2ª./J.110/2012 (10ª.), Página: 617; del rubro siguiente:
“SEGURIDAD PUBLICA, INTERPRETACION DEL ENUNCIADO “Y DEMAS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO”, CONTENIDO EN EL ARTICULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PARRAFO, DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACION EL 18 DE JUNIO DE 2008.”

Cabe aclarar, que en lo referente a las prestaciones denominadas aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, generadas y que se sigan generando desde que se decretó la remoción del actor y hasta que se realice el pago correspondiente, son prestaciones a las que tiene derecho de acuerdo a lo establecido en los artículos 52 párrafo segundo, 57 fracciones VI y XI de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, y arábigos 34 y 42 de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, cuyo pago resulta procedente, en razón de la separación injustificada de que fue objeto el hoy demandante y se trata de prestaciones que se encuentran comprendidas dentro del enunciado “demás prestaciones a que tenga derecho”, siempre y cuando haya una condena por tales conceptos, ya que sólo de esa manera el Estado puede resarcirlo de manera integral de todo aquello de lo que fue privado con motivo de la separación injustificada.

Es de puntual aplicación, la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro: 2000463, Décima Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VI. Tomo 1, Marzo 2012, Materia: Constitucional, Tesis: 2ª./J.18/2012 (10ª.), Página: 635., que refiere: 
“SEGURIDAD PÚBLICA. PROCEDE OTORGAR AL MIEMBRO DE ALGUNA INSTITUCIÓN POLICIAL, LAS CANTIDADES QUE POR CONCEPTO DE VACACIONES, PRIMA VACACIONAL Y AGUINALDO PUDO PERCIBIR DESDE EL MOMENTO EN QUE SE CONCRETÓ SU SEPARACIÓN, CESE, REMOCIÓN O BAJA INJUSTIFICADA Y HASTA AQUEL EN QUE SE REALICE EL PAGO DE LAS DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO, SIEMPRE QUE HAYA UNA CONDENA POR TALES CONCEPTOS. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 2a. LX/2011, de rubro: "SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO 'Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO', CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.", sostuvo que el referido enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho", forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, cese, remoción o baja injustificada, y hasta que se realice el pago correspondiente. En ese sentido, dado que las vacaciones, la prima vacacional y el aguinaldo son prestaciones que se encuentran comprendidas dentro de dicho enunciado, deben cubrirse al servidor público, miembro de alguna institución policial, las cantidades que por esos conceptos pudo percibir desde el momento en que se concretó la separación, cese, remoción o baja injustificada, y hasta que se realice el pago de las demás prestaciones a que tenga derecho, siempre y cuando haya una condena por aquellos conceptos, ya que sólo de esa manera el Estado puede resarcirlo de manera integral de todo aquello de lo que fue privado con motivo de la separación. …”

c) Se ordena  también a la autoridad demandada, con la finalidad de resarcir integralmente al actor en los derechos que le fueron indebidamente privados con el acto impugnado que se declaró ilegal,  lo siguiente: 

1.-  Hacer la anotación en el expediente personal del   servidor público, así como en el Registro Nacional de Seguridad Pública, de que: fue separado, destituido o cesado de manera injustificada, pero que derivado de la restricción constitucional establecida en la fracción XIII, apartado B, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no fue posible reinstalarlo en su cargo.
Ello,  ante el cese injustificado del actor que se decretó por esta Sala Unitaria, por lo cual debe ser reparado integralmente el derecho violado, lo que se logra, además del pago de la indemnización correspondiente y de las prestaciones a que tiene derecho, con la anotación en su expediente, resguardado en el Registro Nacional y Estatal de Personal de Seguridad Pública, de que fueron separados, destituidos o cesados de manera injustificada, pero que derivado de la restricción constitucional establecida en la fracción XIII, apartado B, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no fue posible reinstalarla en su cargo.


Resulta aplicable, la Tesis de Jurisprudencia derivada de la Contradicción de tesis 55/2016; Época: Décima Época,  Registro: 2012722, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 35, Octubre de 2016, Tomo I, Materia(s): Común, Administrativa, Tesis: 2a./J. 117/2016 (10a.), Página: 897, que dice: 

“MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. EFECTOS DE LA CONCESIÓN DEL AMPARO DIRECTO CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN SEDE JURISDICCIONAL CUANDO SE ADVIERTAN VIOLACIONES PROCESALES, FORMALES O DE FONDO EN LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA DICTADA EN SEDE ADMINISTRATIVA QUE DECIDE SEPARARLOS, DESTITUIRLOS O CESARLOS.- Conforme a lo establecido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 103/2012 (10a.) (*), de rubro: "SEGURIDAD PÚBLICA. LA SENTENCIA EN LA QUE SE CONCEDE EL AMPARO CONTRA LA SEPARACIÓN, REMOCIÓN, BAJA, CESE O CUALQUIER OTRA FORMA DE TERMINACIÓN DEL SERVICIO DE MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE AUDIENCIA, DEBE CONSTREÑIR A LA AUTORIDAD RESPONSABLE A PAGAR LA INDEMNIZACIÓN CORRESPONDIENTE Y LAS DEMÁS PRESTACIONES A QUE EL QUEJOSO TENGA DERECHO.", cuando el quejoso impugne en amparo directo la ilegalidad de la resolución definitiva, mediante la cual haya sido separado del cargo que desempeñaba como servidor público de una institución policial, por violaciones procesales, formales o de fondo en el procedimiento administrativo de separación; tomando en cuenta la imposibilidad de regresar las cosas al estado en el que se encontraban previo a la violación, por existir una restricción constitucional expresa, no debe ordenarse la reposición del procedimiento, sino que el efecto de la concesión del amparo debe ser de constreñir a la autoridad responsable a resarcir integralmente el derecho del que se vio privado el quejoso. En estos casos, la reparación integral consiste en ordenar a la autoridad administrativa: a) el pago de la indemnización correspondiente y demás prestaciones a que tenga derecho, y b) la anotación en el expediente personal del servidor público, así como en el Registro Nacional de Seguridad Pública, de que éste fue separado o destituido de manera injustificada. …”
[Énfasis añadido]
Como pudo verse, el acto impugnado en el escrito inicial de demanda, consistente en la negativa a reincorporar al accionante como elemento de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, por parte del Inspector General **********, comunicada mediante el Oficio No. **********visible en fojas 10 de este sumario; se encuentra atendido y resuelto en los términos precedentes, derivado de la ilegalidad de la Resolución de fecha **********por lo que resultan infundados e inatendibles los conceptos de impugnación vertidos al respecto, en razón de lo decretado con anterioridad.

En consecuencia, con fundamento en lo ordenado por los artículos 95, 96, 97 y 99 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, aplicable al momento de la indebida separación del hoy actor; toda vez que, acorde con tales disposiciones, las sentencias definitivas dictadas por el Tribunal causan ejecutoria por ministerio de ley, al no admitir recurso alguno; se previene a la autoridad demandada, por el cumplimiento de la presente sentencia, debiendo informar sobre el mismo, dentro de los diez días hábiles siguientes al en que reciban el oficio de notificación; apercibida que en caso de no hacerlo, será requerida por la ejecución de la propia sentencia, aplicándose multa, destitución y demás medidas procedentes. 
En el entendido de que al informar a esta Sala Unitaria sobre su cumplimiento, deberán acompañar para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación a los actores de lo proveído para su cumplimiento, así como los informes detallados de los cálculos y operaciones realizadas, que se tomen en cuenta para determinar los montos susceptibles de pago al accionante. 
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º fracciones I y XVII, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36, 37 y Transitorio Quinto, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Transitorio Segundo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; así como numerales, 3º, 19, 95, 96, 97 y 99, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados en el escrito de ampliación de demanda y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA de los mismos, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en los considerandos Sexto y Séptimo de la presente sentencia. 

TERCERO.- Se previene a la autoridad demandada, por el cumplimiento de la presente sentencia definitiva, con los apercibimientos legales descritos en el último considerando.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución. 

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe. RUBRICAS.-
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
